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1. INTRODUCCIÓN

Constituye el objeto del presente trabajo analizu el valor probatorio de las

actas y de las diligencias de la Inspección de los Tributos en el orden jurisdiccional

administrativo y penal.

Las actas y las diligencias de la Inspecciófl, como se desprende de los artículos

I44 de la Ley General Tributaria (en lo sucesivo, LGT) y 44 del Reglamento de

la Inspección de los Tributos (en adelante, RGI), son los documentos en donde,

principalmente, se reflejan las actuaciones típicas de la Inspección, esto es, las

actuaciones de comprobación e investigación1. Son estos instrumentos documen-
tales de los que se vale, sirve y utilizala Inspecció n para refTejar por escrito sus

actuaciones y panl dejar constancia de las mismas2.

Estas actuaciones de comprobación e investigación tienen por finalidad
averiguar si el sujeto inspeccionado ha cumplido o no correctamente con el deber

de contribuir sancionado en el artículo 31 de la Constitución. Cuando del

resultado de este procedimiento se compruebe el incumplimiento, total o parcial,

de ese deber, la Inspección de los tributos rcgulaizará su situación exigiéndole
-através del correspondiente acto de liquidación- la cuota no ingresada y, en su

caso, los intereses y recargos pertinentes. Asimismo, cuando se observe que la
conducta del sujeto pasivo tiene carácter defraudatorio, dependiendo de la
cvafitía de lo defraudado, el sujeto podrá verse incurso en un procedimiento

sancionador administrativo, o bien err un procedimiento penal.

Pues bien, en el presente trabajo pretendemos examinar el valor probatorio
de lo reflejado en las actas y las diligencias, toda vez que son la base sobre la que

se dicta el acto de liquidación, como de la imposición de una sanción administra-
tiva o, en su caso, del inicio del correspondiente proceso penal por delito fiscal si,

como hemos dicho, la cuota defraudada supera la cifra de quince millones de

pesetas.

1 Como señalao ARIAS VELASCO, J. y SARTORIO ALABAT, 5., Procedimientos tributarios,

MarcialPons,Madrid,6"ed.,t996,p.224,lasac¡tacionesdecomprobacióneinvestigaciónson
"las actuaciones por antonomasia. Las actuaciones de obtención de información y las de

valoración tienen un carácter instrumental en relación con otras actuaciones inspectoras o de

gestión."

2 PONT MESTRES, M., "Los documentos de la Inspección: diligencias, comunicaciones,

informes y actas", Reuista d¿ Derecho Financiero y Hacienda Pública, no 171, t984. p. 652.
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Para ello, analizarcmos en primer lugar el significado y alcance del valor
probatorio de esos documentos y, posteriormente, en el apartado tercero, la
compatibilidad del valor probatorio que el oril'enamiento les asigna con el
derecho a la presunción de inocencia, derecho o principio que rige en el
procedimiento administrativo sancionador y en el proceso penal3.

2. ALCANCE Y SIGNIFICADO DE LA'PRXSUNCIóN DE VERACI-
DAD" DE LAS ACTAS Y DILIGENCIAS DE LA INSPECCIÓN

La regalaciín esencial de actas y diligencias de la Inspección se encuentra en
laley General Tributaria. En relación a su valor probatorio, la LGT dispone en

su artículo 145.3 -e¡ la redacción dada por lal,ey t}ll99r, de 26 de abril- que
"las actas y diligencias extendidas por la Inspección de los Tributos tienen
naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos que moriven su
formalizaciín, salvo que se acredite lo contrario." Esta declaración, sin embargo,
no es más que la aplicació¡alámbito tributario de lo previsto en el artículo r37 .3
de la Ley 30119924, en donde se establece, concarácter general, la "presunción

de veracidad" de las actas adminisrrativas como medio de prueba.
Ahora bien, como ha señalado parte de la doctrinat, resulta técnicamente

incorrecto calificar este tipo de previsiones legales como "presunciones", desde el
momento en que no es una norma que se establezca para facilitar la prueba de
un hecho a través de la acreditaciín de otro hecho distinto, sino una regla que
pretende atribuir a estos documentos de la Inspección un determinado valor

3 como ha puesto de manifi esto la doctrina, (B olx REIG, J ; BUSTos RAM LREZ, J ., Los dc I it o t
contra la Hacienda pública, Tecnos, Madrid, 1957, p.61) la diferencia entre el ilícito tributario
administrativo y el ilícito tributario penal es meramente cuantitativa y no ontológica. Así, como
se desprende elart.3O5 del Código pe nal de 1995 , nos eocontraremos anre un deliro o una mera
infracción administrativa, dependiendo de que la cuota defraudada exceda o no de 15 millones
de pesetas.

aLey 3oll992,de26 denoviembre, de RégimenJurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

' Cfr. GARBERI LLOBREGAT , J ., El procedinientt adninirtrdtiao ¡ancionador, Tirant lo blanch,
valencia, L994,p.313; MARÍN-BARNUEVO FABO, D., presunciones y técnicat presuntiaa¡ en

Derecbo Tributario, Macgraw-HilI, Madrid, 1996, pp.2O3 a 205; POLO SORIANO, A. "La
presunción de veracidad de los documentos de la Inspección" , Implestos, n" 10, 198j, pp. 2B3
y 284.
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probatorio. Así se desprende, en primer lugar, de la inexistencia de dos hechos

diferentes que pudieran ser relacionados a efectos probatorios, sin que a tal efecto,

como indica MARÍN-BARNUEVO6, quepa sosrener que la certezaes un hecho

nuevo que integrarialaafumaciónpresumida, pues, obviamente, constituye una

cualidad de estos documentos inherente a su flaturaleza, pero no un hecho

diferenciado que pueda tener autonomía en la fase probatoria. En consecuencia,

como afirma POLO SORIANOT, no hay más que un único hecho, a no ser que

se quiera decir que existe un primer hecho del que le sigue la presunción legal

iuris tanturn de que lo afirmado es cierto. Pero esto, además de ser falaz y

rebuscado, nos conduce precisamente alaverdadera ¡aturaleza de esta institu-
cióo y que no puede ser otra que la de dar una tasación legal aun medio de prueba

como es la afirmaciín de ciertos hechos. .

En definitiva, en principio,la "presunción de veracidad" es únicamente una

prueba documental privilegiada, en tanto se otorga legalmente al contenido de

determinados documentos la virtualidad de fundamentar por sí solos una

resolución administrativa sancionadora, siempre que dicho contenido no sea

desvirtuado por otras pruebas de signo contrario cuya proposición y práctica

constituyen rtfia czrga del presunto responsable.

Pues bien, el valor probatorio que en un principio parece atribür la LGT,
amén del carácter de documento público, a las actas y diligencias de la Inspec-

ción, generó, en el momento de su introducción, fuertes críticas, tanto por parte

de los grupos políticos como de la doctrina8. Tan es así, que esta Ley fue objeto

incluso de un recurso de inconstitucionalidad cuya resolución, por parte del

Tribunal Constitucional (TC), en su sentencia7611990, será objeto de examen

en el presente trabajo.

Nos ocuparemos en primer lugar del aspecto que suscita menos dudas, esto

es, la condición de documento público de las Lctas y diligencias, para luego

centrarnos en su valor probatorio. En este sentido, entendemos, como asiha

u tu,tnÍN-naRNUEVo FABo, D., ob. cit.,p.2o4.
7 PoLo soRIANo,4., ob. cit., p.284.
8 Como se ha indicado más arriba, esos dos datos -valor probatorio y documento público- fueron

introducidos en la reforma de la LGT, arbitrada a través de la Ley 1011985.

226



i

hecho también la doctrinae, que la redacción dada por la Ley IOllgg, al artículo
L45 .3 no dice, en realidad, nada nuevo o innova la redacción de la LGT. E n efecto,
el carácter de documento público de las actas y diligencias lo tenían indirecta-
mente atribuido a la vista de lo dispuesto en los artículos 596.3 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil y 1216 del Código Civil.

Respecto al otro aspecto -el valor probatorio atribuido por la LGT- es el que
debemos examinar concienzudamente, pues constiruye el objeto del presente

uabajo. Para su análisis, al igual que hace el Tribunal Constitucional en la
meritada sentencia 7611990 -sentencia que enjuicia la constitucionalidad del
artículo 145.3 de la LGT- distinguiremos entre dos órdenes de cuestiones. En
primer lugar, si estos documentos merecen la calificaciín de medios de prueba
admisible en Derecho y, en segundo lugar, si el valor probatorio o la mal llamada
"presunción de veracidad" que, en un principio, parece atribuirles la LGT, se

puede extender al ámbito sancionador tributario, penal o administrativo y,
especialmente, su compatibilidad o no con el derecho a la presunción de
inocencia, derecho o principio rector de esos dos procedimientos.

La primera cuestión no parece plantear mayores dudas en orden a su respuesta
afirmativa. Como indica el Tribunal constitucional, las actas y diligencias
documentan las actuaciones inspectoras haciendo constar los hechos relevantes
para la liquidación tributaria producidos durante el procedimiento inspector, así

como las manifestaciones de las personas con las que actúe la Inspección,
proponiendo la regularizaciín de la situación tributaria del inspeccionado o

declarando correcta la misma. En consecuencia, "ningún obstáculo hay para
considerar a las actas y diligencias como medios probatorios, a los efecros de lo
dispuesto en los artículos 88.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo -hoy
artículo 80 de la Ley 3011992- y 74 delaLey reguladora de laJurisdicción
Contencioso-Administrativa, que se remiten a los generalmente admitidos y a las

normas del proceso civil ordinario, donde se señala que son medios de prueba los

documentos públicos".

e Vid. por todos: ARRIETA MARTÍNEZ DE PiSÓN,J., La¡ Aaa¡ d¿ la Inspección de lu Tributos,

Civitas, Madrid, 1994, p.441; COLLADO YLIRRITA,p., Las aüuacione¡ & la Inspección

financiera y tributaria en k in¡trucción en el proceso por dzlitofiscal, Tirant Io Bla nch,Yalencia,l))6,
p. 15 1 y ZORNOZA PÉRBZ, J J ., El sistema dc infraccionet y sancione¡ tributarias (Lot principiot
constitlcionales del dprecho sancionador), Civitas, Madrid, 1992, pp. 124 y L25.
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Siendo esto así, debemos centrarnos ya en el alcance del valor probatorio de

las actas y su compatibilidad con el principio de presunción de inocencia,

principio rector de los procedimientos punitivos. Parece lógico, entonces, que,

antes de a¡ahzx esa "compatibilidad", determinemos cuál es el alcance , eficacit

o fuerza probatoria de las actls y diligencias, aspecto al que ya hemos hecho

alguna alusión al negar elcarácter depresunción del contenido delarticulo 14).3

de la LGT.
El debate sobre el valor y eftcacia probatoria de las actas y diligencias de la

Inspección no es algo nuevo que la Ley 10/1981haya introducido. Ya en el

Anteproyecto de Ley General Tributaria de mayo de 1963 conte¡ía un precepto,

el I54, que luego desapareció en su versión definitiva, que decía: "Las informa-

ciones de los Inspectores de Tributos constituirán tesiilillnir muy cualificado

cuando correspondan a su propio y personal reconocimiento y pericia"lo. Existe

algún otro precedente como el borrador del Reglamento General de la Inspec-

ción de Hacienda de 1981 que en su artículo 15 5.1 establecía que "las diligencias

y actas de la Inspección formalizadas con arreglo a las Leyes goza;flde presunción

de veracidad salvo prueba en contra, en cuanto alas afrmaciones o apreciaciones

de los actuarios que sean expresión de su convicción y resultado de su personal

y directa comprobacií¡ in situ de los hechos a que se refiere.

Como podemos observar, antes de 198 5 varios habían sido los intentos en aras

a proporcionar un especial valor probatorio a los documentos de la Inspección

que estamos analizando.Lo cierto es que, como tuvo oportunidad de pronunciar-

se alguna jurisprudencia,l'nsta la reforma de 1985, "las actas y requerimientos

de la Inspección no gozan, (...) al contrario de lo que ocurría en otros cuerpos de

Inspección de la Administración Pública, de la presunción jurídica de cert ezt,pot
lo que carecen del correspondiente valor y eftcaciaprobatoria"ll.

Ahora bien, siendo esto así, no podemos soslayar que, cuando el inspeccionado

da su consentimiento al acta extendida por el Inspector-actuario, dando lugar,

por tanto, a,un Lctade conformidad, ese consentimiento se asimila a la confesión

extrajudicial y, por ello, el inspeccionado queda vinculado respecto a los hechos,

10 cfr. PoLo soRIANo,4., ob. cit., p.277.
11 El te*to enrrecomillado ha sido extraído de Ia sentenci a de 14 de diciembre de 1984 de Ia

Audiencia Provincial de Palma de Mallorca. Cfr. POLO SORIANO, A., ob. cit.,p.278.
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los cuales no podrá impugnar, paru el caso que decida recurrir el acto de

liquidación dictado sobre el acta "consentida"r2. Con lo anterior queremos

resaltar que, el hecho de prestar la conformidad al acta,le dotaala misma de un
mayor valor, habida cuenta de la inamovilidad de los hechos por parte del
inspeccionado, a no ser que hubiera incurrido en error de hecho al dar su

consentimiento. En caso contrario, esto es, cuando no hay conformidadalacta,
como advierte PALAO TABOADA , el acta tenía el simple valor de una prueba

testifical que será libremente apreciada por el órgano decisor y por los Tribunales,
en su casoll. Con lo anterior queremos demostrar que el especial valor probatorio
que la reforma de 1985 quiso dotar a las actas y las diligencias está referido para

aquellos casos en que no hay conformidad, toda vez que, como se ha visto, en el

caso contrario los hechos quedaban fijos en el acta y no podía ser discutidos por
el inspeccionadoray,por lo tanto, la Inspección, en cierta medida, ve relajadala
actividad probatoria que debe desarrollar a fin de dictar los oportunos actos de

liquidación y, en su caso, sancionar al inspeccionado.

Pues bien, dicho esto debemos continuar adentrándonos, más, en el

alcance del valor probatorio que el artículo I45.3 otorga alas actas y diligencias
de la Inspección. Ese valor probatorio, según el tenor literal del 145.3 se refiere

12 Debemos tener en cuenra, como acerradamenre señala ARNETA MARTÍNBZDE PISÓN,

J., ob. cit., p.389, que aun cuando la conformidad expresada por el obligado tributario se da al
conjunto del acta, tanto a los hechos como a los elementos de Derecho, la misma sólo vincula
respecto a los hechos, pues la conformidad tiene naturaleza de confesión extrajudicial. En este

sentido, la propia LGT, en su art. 117, dispone que la confesión versará exclusivamente sobre

supuestos de hecho, no siendo válida cuando se refieru al resultado de aplicar las correspondien-
tes normas legales.

13 PALAO TABOADA, C., "Las acras de inspección en la Ley General Tributaria", Crónica

Tribataria, n" 10, 1984, p. 279. También en este sentido, SAINZ DE BUJAND A,F ., Notas dz

Derecbo Financiero,Tomo I, Vol. no 3, Universidad de Madrid-Facultad de Derecho, Sección de

Publicaciones e Intercambio, Madrid, 197r, p. L97, afirma que, cuando el sujeto pasivo no

presta su conformidad aI acta, ésta "no puede constituir por sí misma prueba suficiente de los

hechos que en ella se relatan."

1a Huelga decir que, cuando el consentimiento era obtenido por parte del Inspector a través de

mecanismos coactivos, no puede admitirse que nos encontramos ante un acta de conformidad,
ya que esa manifestación de voluntad de conformidad simplemente no existe.
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"de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario".
La pregunta que surge, en primer lugar, es determinar a qu;é hechos se está

refiriendo laLey. Como señalan ROMERO MATA y MARÍN VACAS15, el

contenido de las actas y diligencias es rriple:
a) Los hecbos que el Inspector comprueba, dentro de los cuales es preciso

distinguir entre dos grandes grupos: los simples y los complejos. Los primeros son

los directamente constatables por el Inspector con su simple presencia física. Los

hechos complejos son resultado de la conjunción de varios hechos simples, y que

por su propia ¡ataraleza carecen de la inmediatividad de éstos.

b) Las circunstancias con relevanciapara el procedimiento inspector, término
éste que, en opinión de los autores que seguimos, ha de circunscribirse a las de

lugar y tiempo, pues las relativas al modo (por ejemplo, la resistencia negativa
u obstrucción) encajan mejor en los que hemos denominado hechos simples.

c)Lasmanifestaciones delapersofra o personas con las que actúan la Inspección,
hechas por propia iniciativa o a requerimiento del funcionario, manifestaciones
que pueden ser de juicio, de conocimiento o de voluntad.

A juicio de estos dos autores, el alcance del valor probatorio iuris tantum delas
actas y diligencias debe limitarse a los hechos que se han calificado como simples,
es decir, los directamente constatados por el Inspector, las circunstancias de

tiempo y lugar y las manifestaciones de las personas con las que actúa la
Inspección, recogidas en el documento.

En nuestra opinión, debe matizarse el alcance probatorio respecto a las

manifestaciones. Así, el valor probatorio debe referirse exclusivamente al hecho

de que esas manifestaciones se han rcalizado y no, como parece l6gico, a la
veracidad de lo manifestado. Con relación a lo último, como parece ruzonable,la

15 ROMERO VACAS, p.; MAÚN VACAS, V., "La actuación de la Inspección de los tributos
en los supuestos de delitos conua Ia Hacienda Pública", Impuestos,1985-2, p.264.
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Inspección deberá llevar a cabo las investigaqiones necesarias en orden a la
comprobación de su veracidadl6.

Por lo que concierne a los hechos, coincidimos en que sólo los hechos simples,

esto es, los directamente comprobados por el inspector, deben gozlr, en princi-
pio, de valor probatorio privilegiado previsto en la LGT. Esta interpretación ha

sido la que finalmente ha asumido tanto el propio RGI, la doctrina, como el

Tribunal Constitucional.

Del tenor literal del artículo 62.2 del RGI, se desprende cómo el valor
probatorio sólo se predica de los hechos que motiven la formulación de las

correspondientes actas y diligencias y resuhen de su constancia personal para los

actuarios. En consecuencia, vemos como el reglamento asume la interpretación
que, a priori, parece más ruzonable. Porque admitir la posibilidad de predicar de

cualquier hecho, circunstancia o manifestación reflejada en el acta el valor
probatorio previsto en el artículo L45.3 de la LGT significaría, sin duda,

dispensar a la Administración de la obligación de realizar las actuaciones de

comprobación e investigaciín necesarias a fin de dictar el oportuno acto de

liquidación y, en su caso, imponer una sanción. Esto, además, como tendremos

ocasión de ocuparnos más adelante, sería contrario a la presunción de inocencialT.

t6 Avala este razonamiento la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 1 1 de

abril de 1997 (]urisprudencia Tributaria, 6!6, et adelante JT) a la que a continuación,
sucintamente, haremos referencia. Los hechos son los siguientes: En diciembre de 1987 el actor
presentó en la Aduana de la Junquera declaraciín para Ia importación de un coche usado,

consignando un valor de 1).000 marcos y liquidándose al efecto la deuda tributaria. En abril
del año siguiente, el Servicio de Viajeros de la misma Aduana levantó un acta a un sujeto, el cual
manifestaba, entre otras cosas, que se dedicaba a recoger automóviles en Alemania y traedos a

España y que, el coche anteriormente aludido, perteneciente al actor, costó en verdad 20.000
marcos, puesto que pagó 5000 marcos alemanes, en metálico a la empresavendedora. En virtud
de esta declaración, la Aduana Ie giró al actor la correspondiente liquidación complementaria.
Como parece razonable, el Tribunal anuló dicha liquidación, habida cuenta de la insuficiente
prueba aportada por la Administración.

17 En este ponto del trabajo podemos ñrmar,sin perjuicio de un posterior desarrollo al hilo del

análisis de otras cuestiones, que el valor probatorio previsto en el art. L45 .3 delaLGT no vendría
tanto por la consignación de un hecho en la diligencia o en el acta sino en por la circunstancia

de que está precedido de una actividad probatoria suficiente.
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Por lo que concierne a la doctrina, merece la pena expofler aqwlaopinión de

ARIAS VELASCO y SARTORIO ALABAT18. A juicio de estos autores, una
interpretación del artículo 145.3 en el sentido de que los hechos, "que motivan
la fotmalización", son cualquiera que puedan recogerse en el acta, sí podría
tildarse de inconstitucional. Según esta interpretación, bastaría que el actuario
consignase en el acta, por ejemplo, un volumen de ventas o beneficios paraarcojat
sobre el interesado, la cargade la prueba en contrario, cosa que, evidentemente,
produciría indefensión. Ahora bien, -añaden estos aurores- entendemos que los

hechos que motivan el otorgamiento del acta o de la diligencia, y de los que se

hace prueba, no pueden ser otros que aquellos que pueden ser objeto de

inmediata y directa percepción por el actuario, como pueden ser el contenido del
asiento contable, el de un documento que ha sido directamente examinado por
el inspector o el resultado de un recuento material de existencias. En todo los

restantes casos, es decir, cuando se trata de los hechos no persoflalmente
constatados por los actuarios, la presunción de cefteza y, en definitiva, la
inversión de la catga de la prueba sólo se produce, como expresamente señala el
artículo 62.2 del RGI, cuando se trare de hechos manifestados o aceptados por
el interesado.

El Tribunal Constitucional se ha pronunciado en términos semejantes. Así,
como se desprende del FJ.B) de su senten ciaT 611990, "el valor probatorio sólo
puede referirse a los hechos comprobados directamente por el funcionario,
quedando fuera de su alcance las calificaciones jurídicas, los juicios de valor o las

simples opiniones que los inspectores consignen en las actas y diligencias."
U¡avez delimitado el alcance del artículo 145.3 de la LGT debemos realizar

algunas consideraciones con relación a sus coosecuencias. GARBERI
LLOBREGATIe entiende que la "presunción de veracidad" no produce una

18 Ob. cit., pp.3O4y 305. También, en este sentido, ROMERO, J., "Algunas consideraciones
sobre la actividad de documentación de la Inspección de los Tributos en España y en la República
Federal de Alemania. Especial referencia a las actas y al Priifunfsbericht", Reuista upañola dc

Derecbo Financiero, n" )2, 1986, p. 570, sostiene que "la presunción de veracidad de las actas y
diligencias ha de entenderse referida no a cualquier circunstancia que se refleja en esos

documentos, sino solameote a los becho¡ de carácter fhbo que resuhen dc la personal y directa
cornprobación del inspeüor actuario."

'e GARBERI LLOBREGAT, J., El procedirniento adrnini¡tratiuo ¡ancionad.or, Tirant lo blanch,
Valencia, 1994,Pp.)14a317 y en" Derechosfundanentales d¿ incid¿nciapenaly procesal en lasentencia

del Pleno del Tribunal Constitucional d¿ 26 d¿ abril de 1990, sobre con¡titucionalidad de d¿terwinados
preceptlt de la l*y General Tributaria", P oder Jwdicial, no 19, 1990, p. 213.
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dispensa probatoria sino una aurénrica inversión de la carga de la prueba; en

consecuencia, es al administrado al que corresponde destruir con pruebas

suficientes los hechos consignados en el acra. Ahora bien, dicha inversión de la
carga de la prueba, sólo generaria :una lesión al derecho fundamental en el
procedimiento penal o administrativo sancionador a la presunción de inocencia,
cuando el ordenamiento radicaliza el valor probatorio privilegiado que ya se

confiere a las referidas actas, impidiendo al administrado oponer los medios de

defensa que estimara oportunos en función de desvirtuar lo presumido como
"verdad".

En términos semeiantes, POLO SORIANO2oconsidera que, descarrando el
caricter de prueba tasada de las actas y diligencias, sí queda en cierta forma
invertida la c arga de la prueba, pues el principio de prueba que la Administración
debe aportar a los Tribunales para demostrar larealizaciín del hecho imponible
y exigir la obligación tributaria, se entiende ya apontado con el acta y las

diligencias. Ello implica que el sujeto pasivo que pretenda negaf los hechos

deberá adoptar una postura acti'va y tener alguna prueba para ello, sin que, en

ningún caso, pueda desprenderse del artículo 141.3 de la LGT una presunción
de veracidad o una tasación legal de prueba, sino como un recordatorio a los

Tribunales de que los hechos que constan en esos documentos, aún con la
disconformidad del sujeto pasivo, tienen una prueba, la del término cualificado
del Inspector como funcionario público, que debe ser tenido erl cuenra con
preferencia a un simple testimonio del sujeto pasivo como interesado.

Pues bien, coincidimos con los autores a los que hemos hecho alusión que el
artículo 145.3 produce, en efecto, la inversión de la carga de la prueba. Ahora
bien, también creo que sólo debe producirse cuando, efectivamenre, la Inspec-
ción haya llevado a cabo una actividad de comprobación e investigación suficien-
te para poder consignar esos hechos en las diligencias y en las actas. En

20 ob. cit., pp.286 y 287 .
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consecuencia, cuando esa "actividad investigadora suficiente" no exista, no debe

opefar el mecanismo de inversión de la carga de la prueba del artículo 14r.3".

3. LA APLICACIÓN DEL ART. 145.3 DE LA LGT EN EL PROCE-

DIMIENTO ADMINISTRATTVO SANCIONADOR Y EN EL

PROCESO PENAL: COMPATIBILIDAD CON EL DERECHO A
LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA

TJna vez alalizado el alcance de la "presunción de veracidad" debemos

detenernos a analizar su compatibilidad con el derecho a la presunción de

inocencia recogido en el artículo 24 de la Constitución, principio que rige tanto

en el procedimiento sancionador administrativo como en el proceso penal.

A lo largo del procedimiento inspectof, como se dijo al inicio del trabajo, el

inspector puede considerar que la conducta tributaria del inspeccionado es

consritutiva de infracción administrativa tributaria, o bien, de infracción penal,

concretamente, de delito fiscal. En el primer caso, darilugar a la imposición de

una sanciónque, apaftirde la recientel;ey ll1998,de26 de febrero, de Derechos

y Ganntías del Contribuyente (art. )4, en lo sucesivo, LDGC), se impondrá en

un expediente distinto o independiente del instruido para la comprobación e

investigación22.Pot otro lado, cuando el inspector aprecie que la conducta del

21 En esros términos se ha pronunciado el Tribunal Supremo, en su sentencia de 25 de junio de

l99l: "La presunción de certeza... que, en principio, desplaza la catga de la prueba al

administrado, no excluye que éste se libre de la misma acreditando que el inspector no hubiese

rcalizado actividad alguna dirigida a obtener la conviccióo rcflejada en el acta o bien que la

actividad rcaizada no tuviera ninguna relación con los hechos que después se describen como

ciertos en las acras". cfr. GARBEÚ LLOBREGAT, J., El procedimiento... cit., p. )L4. En este

sentido, también se desprende de la sentencia de 2 de mayo de t99l de Ia Audiencia Provincial

de las Palmas de Gran Canaria la necesidad de una labor de investigación suficiente, a efectos de

destruir la presunción de inocencia y dotar de valor probatorio a las actas y diligencias de la

Inspección. Así, repecto ala acttnciíninspectora, dice el Tribunal que 1o fiiado en el acta "no era

fruto de una opinión sin base ni soporte alguno, pues al contrario, era el resultado de una compleja

y meritoria labor". cfr. AIBIÑANA GARCÍA-QUINTANA, C., "Las actas de la Inspección de

los Tributos y la prueba de los hechos en los delitos contra la Hacienda Pública", Tapia, ¡" 9),
t991,pp.9 a ll.
22 Hast^esta Ley, en el curso del procedimiento inspector, el inspector actuante proponía en el

propio acta la sanción correspondiente.
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contribuyente es constitutiva de delito, está obligado apasar el tanto de culpa a

la jurisdicción penal, absteniéndose de seguir el procedimiento administrativo
(art.77 .6 de la LGT).

Tanto en el procedimiento administrativo como en el procedimiento penal
rige el principio de presunción de inocencia. Este principio implica el desplaza-
miento de la carga de la prueba de la impuración a quienes la sostienen2l. E¡
consecuencia, en el procedimiento administrativo sancionador corresponde a la
Administración acreditar la comisión por parte del sujeto pasivo de los hechos

constitutivos de infracción.

Pues bien, en un principio, tanto un sector de la doctrina, como los senadores

que impugnaron el artículo 145.3 de la LGT, entendieron que esta disposición

legal dispensaba a la Administraciín, en contra del derecho fundamental a la
presunción de inocencia, de toda prueba respecro de los hechos sancionados. El
Tribunal Constitucional negótajantemente este extremo, cosa razonable, ya que,

además de los deberes que se derivan del principio de presunción de inocencia,
son varias las disposiciones legales, especialmente el artículo 33.2 de la LDGC,
de las que se desprende ese deber2a.

Por otro lado, siguiendo a los profesores ARRIETA" y ZORNOZ.L26, el
singular valor derivado, en un principio, del artículo 145.3,llevó a que se

entendiera que podría derivarse del mismo la inversión de la carga de la prueba
respecto de los hechos consignados en la correspondiente acta, haciéndole recaer

en el obligado tributario, en paralelo alainterpretación de cierta jurisprudencia

había rcalizado respecto de la normativa reguladora del valor de las actas

levantadas por la Inspección de Trabajo. Una interpretación de este carizpodría
indudablemente conducir a resultados incompatibles con las garantías del
artículo 24.2 de la CE, al imponer a los administrados la cargade la acreditar su

inocencia, configurando una injustificable inversión delacargade laprueba que

'3 ÍJ¡u síntesis de la jurisprudencia constitucional sobre este principio puede verse en:

COLLADOYURRITA, P., ob. cit., nota234.
24 So t.nor es el siguiente: "Corresponde a la Administración tributaria la prueba de que

concurten las circunstancias que determinan la culpabilidad del infractor en la comisión de
infracciones tributarias. "

" ob. .it., p. L25.

26 ob. cit., p.446.
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disminuiría sus posibilidades de defensa, colocando al contribuyente en una

situación de indefensión alforzarle ala casi imposible acreditación de unos hechos

que son frecuentemente negativos.

Pues bien, el TC para salvar la constitucionalidad del artículo 145.3 de la

LGT, utilizala técnrca de la sentencia interpretatiya, en relación ala eftcacia

probatoria de las actas y diligencias de la Inspección. Así, el TC establece una

primera conclusión señalando que estos documentos constituyen un medio de

prueba sobre los hechos que contienen, cuyo valor y eftcacia ha de medirse a la

luz del principio de la libre valoración de las pruebas. Sin embargo, esta primera

conclusión resulta insufi ciente,por cuanto las consecuencias y efectos del ualorprobatorio

d¿ las actas y diligencias, a juicio del TC, aarían según se esté en el procediruiento

administratiao o en el proceso penal o contencioso-administratiuo.

En consecuencia, estudiaremos como se proyecta laeftcactaptobatoria en cada

uno de esos procedimientos o procesos, teniendo en cueflta que, esta graduación

llevada a cabo por el TC, tiene por única finalidad salvaguardar la

constitucionalidad del artículo 145 .3, ya que, a la hora de analizarlo,vimos como,

efectivamente sí producíala citada inversión de la carga de la prueba.

3.1. EFICACIA EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

El TC, argumentando con base en pronunciamientos anteriores, afirma que

"En el expediente administrativo sancionador, la aplicación del 741.3 no

constituye quiebra al.gtna del derecho fundamental a la presunción de inocen-

cia",ya que "si en el acta se consignan hechos que podrían ser constitutivos de

infracción tributaria y ello obliga al actuario la propuesta de sanción que estime

procedente, el alcance de aquélla e¡lavía administrativa no es otro que el de

permitir la incoación del oportuno procedimiento sancionador, en cuya tramita-

ción el contribuyente podrá alegar lo que a su derecho convenga y aportar los

medios de prueba que combatan la prueba fundamental presentada por la parte

co¡traria y en virtud de la cual se le imputa la infracciín tributaria merecedora

de sanción."

Estimamos con ZORNOZ.t 2T la conección de Ia argumentación del TC, pues

delimita acertadamente el valor de la "presunción de veraci dad" , alentender que

27 ob. .it., p. 127.
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el artículo 141.3 de la LGT no exime a la Administración de evidenciar los

supuestos fácticos que justifican la imposición de la sanción, sino se limit aaafimar
que las actas o diligencias en donde coflsten tales hechos constituyen prueba
admisible en Derecho, frente a la que el trámite de alegaciones podrán hacer

valer todos los medios de defensa que se consideren oportunos. Por todo ello,
como hemos dicho anteriormente, lo relevante es que detrás de los hechos que

constan en el acta exista una actividad administrativa probatoria suficiente28.

Obviamente, la presunción de legalidad de los actos administrativos o

autotutela declarativa de la Administración impone al administrado la carga de

recurrir contra la resolución sancionadora; ahon bien, como han señalado el

Tribunal Constitucional y el Tribunal Supremo2e "la presunción de legalidad que

adorna los actos administrativos no significa un desplazamiento de la carga de la
prueba que, conforme a las reglas por las que se rige... corresponde a la
Administración, cuyas resoluciones han de sustentarse en el pleno acreditamiento
del presupuesto fáctico que invoquen."

Por último, antes de pasar a. a¡alizar el valor probatorio en el proceso

contencioso-administrativo, debemos recordar que la reciente LDGC ha separa-

do el procedimiento sancionador respecto al procedimiento inspector, con el fin
de permitir que los principios del Derecho sancionador recuperen su plena
eficacia en materia tributaria3o. De esta manera, se incrementan los mecanismos

de defensa del contribuyente, frente a los hechos que la Administración, tras la

debida actividad probatoria, le impute.

28 En este sentido respecto de la materia laboral, ZORNOZA citat¡asenrencia, de 13 de marzo

de 198), de la Audiencia Territorial de Cáceres en donde se establece que la presunción de

veracidad "no puede eximir a la Adminisración de evidenciar en el ámbito administrativo los

supuestos fácticos que justifiquen la imposición de la sanción".

2eCfr.PARADA,R.,DerechoAdnini¡tratiaoLPartegeneral,MarcialPons,Madrid, 
1994,6"ed.,

p.151.
30 Sobr..rt" -ateria, véase: PALAO TABOADA, C., "Lo "blando" y lo "duro" del Proyecto de

Ley de Derechos y Garantías del Contribuy ente" , Reaista de Contabilidad y Tributación, no 17l,
1997,pp.26 a3).
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3 .2. EFTC ACIA EN EL PROCESO CONTENCIOSO -ADMINISTRATIVO

La eftcaciaprobatoria de las actas y diligencias, en este pfoceso, se plantea

cuando los actos administrativos en virtud de los cuales se impone una sanción

ad.ministrativa son recurridos ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

El TC, en este punto, introduce mayores matices acerca del alcance probatorio

del artículo 145,3 de la LGT, circunstancia que ha sido criticada pof un Sector

de la doctrina3l. Así, son varias las conclusiones a las que llega el Tribunals2'

En primer lugar, recuerda que en materia de infracciones y sanciones

ad.ministrativas la carga dela prueba corresponde a la Administración, todo ello

derivado de la vigencia de la presunción de inocencia en todo ordenamiento

sancionador.

En segundo lugar, los documentos a que se refiere el artículo L413 de IaLGT

"no gozan de mayor relevancia que los demás medios de prueba admitidos en

Derecho y, Por ello, ni han de prevalecer necesafiamente frente a otras pruebas

que conduzcan a conclusiones distintas, ni pueden impedir que el Juez del

contencioso forme su convicción sobre la base de una valoración o apreciación

razonadadelas pruebas practicadas". En consecuencia, los hechos que constatan

las actas y diligencias, al igual que los consignados en cualquier otra prueba,

habránde medirse alahtz del principio de libre valoración de la pruebar3'

Es la tercera conclusión la que más críticas ha originado, habida cuenta que'

como señala ARRIETAT4, el TC utiliza una argumentación que parece indicar

que las actas y üligencias bastarían para destruir la presunción de inocencia,

quedando a catgodel suieto sancionado el probar que los hechos consignados en

esos documentos no se ajustan alarealidad. Esto es, que el proceso contencioso-

administrativo, cuando se impugne la sanción impuesta con base en los hechos

que constan en el acta o diligencia de la Inspección, la Administración no

necesitaráprobar laveracidad de los hechos antijurídicos imputados al contribu-

31 Cfr. GARBERI LLOBREGAT, J., "Derechos fu ndamentales..., cit., pp. 2l5 a 218.

12 Las senrencias de órganos iurisdiccionales inferiores posteriores a este pronunciamiento del

TC, suelen traer a colación las conclusiones mencionadas. Vid. sentencia del Tribunal Superior

de Justicia de Cataluña de 10 de abril de 1991 qT 615).

rl En este sentido se pronunciabaya e¡ 1985 POLO SORIANO, ob. cit., p.286.

ra ob. .it., p.451.
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yente, pues dichaprueba ya se habríapracticado en el expediente administrativo
y resultaría innecesario reiterada en vía judicial.

En efecto, el rc afirma que "efl el orden alaveracidad o certeza de los hechos
sancionados , elírgano judicial habúde ponderar el contenido de las diligencias
y actas de la Inspección de los Tributos, teniendo en cuenta que tales actuaciones
administrativas, formalizadasen el oportuno expediente, no tienen la considera-
ción de simple denuncia, sino que, como ha quedado dicho, son susceptibles de
ser valorados como pruebaenlavía judicial contencioso-administrativa, pudien-
do servir para destruir la presunción de inocencia sin necesidad de reiterar en

dicha vía la actividad probatoria de cargo practicada en el expediente adminis-
trativo".

Sin embargo, como señalaZORNOZA)5,esre argumento de lasente¡cia76l
1990 delTC, no puede ser interpretado en el sentido de unaplena equiparación
entre la prueba procesal y la prueba administrativa3u, porque el Tc se ha ocupado

3'ob. cit., p.129.
36 Este es el aspecto que critica, como hemos señalado anteriormente, GABAERI LLOBREGAT,
pues, a su juicio, el hecho de no exigir la prueba de veracidad de los hechos antijurídicos
imputados en el proceso contencioso cuando éstos hayan quedado suficientemente probados en
el procedimiento administrativo sancionador, supone equiparar la "prueba procesal" -con
inmediación, contradicción y valoración objetiva e independiente- con Ia mal llamada "prueba
administrativa" -con muy escasa inmediación, sin ninguna contradicción y con valoración
interesada-. Añade este autor que "si esa actiüdad administrativa de comprobación parcial,
interesada y no cootradictoria puede fundamentar una sentencia contencioso-administrativa
confirmatoria de una sanción, a veces de extrema gravedad, sin que el proceso previo a su emisión
haya existido verdadera y auténtica actiüdad probatoria de cargo -como exige la vigencia del
artículo 24.2 CE-, puede decirse que no hemos andado mucho camino en la erradicación de los
privilegios procesales de la Administración desde el legislador constituyente de 1978 tuvo la
ocurrencia de consagrar el derecho fundamental a la presunción de inocencia." A este respecto,
considero excesiva Ia critica de GARBEN LLOBREGAT, toda vez que desconoce dos circuns-
tancias de indudable relevancia. En primer lugar, la jurisdicción contenciosa en una jurisdicción
revisora, esto es, se limita a comprobar la legalidad de la actuación adminis trativa;por lo tanto,
no tendría sentido aquí abrir una fase de prueba, también panlaAdministración, ya que ésta
debió probar los hechos que justificaban Ih imposición de la sanción en el procedimiento
administrativo. Por lo tanto, el juez debe limitarse a comprobar si esos hechos están o no
suficientemente probados; cuando no lo estén, significará que la Administración no ha actuado
correctamente, por lo que deberá anular la sanción. La segunda circunstancia que desconoce el
profesor GABBERI es que, también en el procedimieoto sancionador -aunque con "matices"
como ha declarado el TC- rigen los principios aplicables al procedimiento penal; en coosecuen-
cia, la vigencia de esos principios, obliga a la Administración a resperarlos, porque, de lo contrario,
corre el riesgo de ver anulada su actuación por el órgano jurisdiccional correspondiente.
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de resaltar que la intervención de funcionarios públicos no significa que las actas

gocen, en cuanto a los que en ellas collsten, de una absoluta preferencia

probatoria que haga innecesaria la formación de la convicción judicial acerca de

la verdad de los hechos empleando las reglas de la lógica y de la experiencia. Lo

que ocurre es que, siendo un medio de prueba admitido en Derecho, las actas y

diligencias que obren en el expediente pueden servir para que el juez de lo

contencioso forme sobre ellas su convicción acerca de la verdad de los hechos

constitutivos de la infracción que se imputa al contribuyente y entienda, en

consecuencia, desvirtuada la presunción de inoc encia afalta de otras pruebas que

conduzcan a conclusiones distintas. En definitiva, -concluye dicho autor-, no se

trata de que la actividad administrativa de comprobación documentada en las

actas y diligencias baste, porsísola, parafundamentarunasentenciaconfirmatoia

de una sanción administrativa, sino de la introducción de esos documentos para

su valoración, objetiva e independiente, como prueba susceptible de contradic-

ción, por el juez.

En relación a la posición de ZORNOZA, si bien la considero correcta, a mi
juicio, también es necesario hacer menciío al carácter revisor de la jurisdicción

contenciosa, carácter que se desprende de la propia Exposición de Motivos de la

Ley de 27 de diciembre de 1956, regaladora de esa jurisdicción37. Los jueces de

lo contencioso deben limitarse a comprobar si la actividad probatoria desarrolla-

da por la Administnci6n es suficiente para destruir la presunción de inocencia.

Al mismo tiempo, deben comprobar que es a actividad, dentro del procedimiento

sancionador se ha llevado a cabo respetando los principios del artículo 24 dela
Constitución, ya que, como ha indicado reiteradamente el TC, los principios

inspiradores del procedimiento penal son de aplicación con ciertos matices al

Derecho Administrativo sancionadorlS. Por lo tanto, si se han respetado esos dos

aspectos, parece ruzonable la confirmación de la sanción, habida cuenta que

resulta absurdo que, esa actividad probatoria administrativa, -pues sobraría el

procedimiento administrativo previo- se lleve a cabo en sede judicial.

17 cfr. PARADA, R., ob. cit., p. 7oo.

38 cfr. coLLADo YLIRRITA, p., ob. cit., pp
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3.3. EFICACIA EN Et PROCESO PENAT

como sabemos, solamente se instará el oportuno procedimiento penar,
cuando la cuota defraudada, amén de que concurran los elementos de tipo
subjetivo, sea superior a quince millones de pesetas. Normalmente, la Inspec_
ción, hasta el final del procedimiento inspector, no rcmitiráal orden jurisdiccio_
nal penal todo lo acruado, habida cuenta que, hasta el momenro en el que rcaliza
lapropuesta de liquidación en el acta, nosabe si la cuora defraudada supera o no
la cifra de quince millones3e.

Pues bien, corresponde ahora ver como modula el Tc er valor probatorio que,
en un principio, parece asignarre ra LGT a ras a*as y dirigencias, a fin deposibilitar su compatibilidad con la presunción constitucional de inocencia,
presunción, como sabemos, que rige indefectibremnte en el proceso penar.

Así, el TC afirma que "el acta de la inspección conriene una notitia criruini¡
suficiente parala aperrura de un proceso penar, dentro del cual y en la fase dejücio oral tendrá el valor probatorio como prueba documenral que er juez penal
libremente aprecie, con respeto a todos los derechos reconocidos por el artículo
24 de la constitución y profusamente interpretados por la doctrina de esteTribunal, que tanto ha insistido en ra exigencia, entre otros, del principio
acusatorio, el principio de contradicción y los de publicidad, libre defensa del
acusado y libre apreciación de la prueba judicial.,,

A nuesrro juicio, parece ruzonabrera argumentación del rribunar, toda vez
que la estructura del proceso penar difiere de la del conrencioso. El juez penal no
revisa la actuación de la Administración, sino que, a p'-h de una denuncia o
cualquier otro medio válido de iniciación del proceso penala,, investiga sobre esos
hechos' Posteriormente, en el juicio oral, serádónde se desarrolla la actividad
probatoria. En consecuencia, en el proceso penar no se revisa ra actividad
probatoria de la Administración, sino que, por er contrario, esa acdvidad
probatoria se realizaen su seno. por ro tanto, es rógico que ros documentos de laInspección no tengan valor probatorio alguno, en tanto en cuanto, no pasen ertamiz del juicio oral.

'El art. 48.3.b, in fine, delRGI dispone que ra Inspec ciónhabráde acompañar informe alerpediente que remita 
"l :.*1" judicial comperenre o al Ministerio Fiscal, cuando hayanapreciado indicios de posible delito contra la Hacienda pública.

s Por.ro el TC resalta el carácter de notitia crinini¡del acta.
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A este respecto, no podemos soslayar que la Administración, a diferencia que

en el proceso contencioso-administrativo, se encuentra en una "mejor" posición

en el proceso penal. Porque mientras que en el contencioso la Administración no

puede llevar a cabo actividad probatoria algana en orden a acreditar los hechos

imputados y motivadores de la sanción -pues lo debe hacer en el procedimiento

administrativo- , en el proceso penal sí puede hacedo.

Por otro lado, negar todo valor a los documentos del 141 .3 de la LGT resulta,

en ciertos casos, insatisfactorio. Así, como señalan GARBERI LLOBREGATaIy

COLLADO YURRITA4', se les podría conceder valor probatorio en los casos de

prueba constituida, es decir, en aquellos casos en que sea imposible reproducir los

hechos consignados en el acta en el juicio oral. Parece razonable, en éstos casos,

admitir una especial eficacia probatoria a los documentos del artículo 145.3 de

la LGT, pues, de lo contrario, sería especialmente difícil logrx el efectivo

cumplimiento del deber de contribuir sancionado en el artículo 31 de la
Constitución. Obviamente, ello no puede ser a cualquier precio, pero parece

justo, cuando la Administración haya desarrollado la actividad probatoria -

respetando los principios "matizados" del orden penal- par' la fijaciín de un

hecho en una acta o diligencia, que el mismo tenga valor probatorio en el proceso

penal.

Una vez examinada la eftcacia del artículo I41.3 de la LGT, a la luz de la
jurisprudencia constitucional, en los distintos procesos y procedimientos es

indudable el valor desigual según en cual nos encontremos.

Pues bien, este valor probatorio desigual en función del procedimiento

administrativo, proceso contencioso-administrativo o penal en que surtan efec-

tos, ha sido duramente criticado por el profesor PARADA43. A su juicio, tal

disparidad no sólo va contra la tendencia a la unificación del ordenamiento

punitivo, sino que configura tres diversos grados en la intensidad del funciona-

miento del principio constitucional de presunción de inocencia. Añade este autor

41 GARBERI LLOBREGAT , J., El procedbniento sancionador..., cit., pp. 3D y )L6.
4'coLLADo YURRITA, p., ob. cit., pp. 166 a 168.

43 ob. .it., p. 518.
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que, el hecho de que estos documentos valgan probatoriamente menos cuanto
mayor es la infracción que constatan -pues si la defraudación es superior a quince
millones de pesetas, quedando reducidas a noticia *irninis, mera denuncia-
constituye un desafio a la lógica, pues el valor de un mismo medio de prueba
puede variar en el orden punitivo según quién actúe el poder sancionador.

Ahora bien, estimamos con ZoRNozA44, que tales diferencias se correspon-
den, por un lado, con la diversa ¡attralezadel procedimiento administrativo y
las actuaciones jurisdiccionales y, por otro, con la toma en consideración de esos
matices que el rc considera necesario introducir en la aplicación al orden
sancionador administrativo de los principios propios del orden penal. Además,
debe tenerse efl cuenta, las distintas coflsecuencias de estos procesos o procedi-
mientos; pues, la mayor gravedad de la sanción penar, (privación de libertad)
justifica plenamente un procedimiento con mayores garuntías.

Finalmente, para concluir este trabajo, queremos dejar patente que lo
relevante, en todo caso, es la necesidad de una actividad Administrativa proba-
toria suficiente y adecuada; sólo así, las acas y diligencias, documentos en dónde
se refleja esa actividad, podrán tener un valor probatorio especial que, en el
Proceso penal, se concrera en la posibilidad de su admisión como prueba
preconstituida.

4a Ob. .it., p. 130.
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